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LA VIVIENDA COMO

PRODUCTO FINALISTA
DE LAS ORDENACIONES
TERRITORIAL
Y URBANISTICA

Martín Bassols Coma

Se analiza en este trabajo la evidencia de que cualquiera que
sea la riqueza de frentes que presenta el urbanismo, en defi-
nitiva, todo converge en un frente final : el hábitat . Y de est e
hábitat forma parte en primer lugar la vivienda, reconocid a
como un derecho individual al que la Ley siempre debe aten -
der, en el artículo 33 de la Constitución. Pero lo que no deb e
admitirse es cl uso antisocial de tal bien, cosa que sucede po r
ejemplo cuando se usa del sistema de beneficios fiscales y de
todo orden, para la construcción de viviendas en régimen li-
bre o cuando se mantienen las viviendas desocupadas . Ello
debe ser evitado por la normativa, tanto estatal como autonó-
mica .

Housing as an end product .

This paper draws the conclusion that however rich the ur-
banistic facetting that is given to an initiative, the root cause
and end to all must be the providing of a living space or ha-
bitat, this being, above all, an item of housing and, as such, a
thing guaranteed and recognized as a thing to be had by hu-
man right and to be protected by law and this in article 33 o f
the Spanish Constitution . However, and be that as it may, the
anti-social exercise of such rights and such a thing can neve r
be condoned as, for instance, when tax exemptions and othe r
such benefits are claimed for the construction of privately sol d
habitats or for the upkeep of unoccupied private housing . Such
abuses of public confidence and weal should be made impos-
sible, or so the author holds, in both State and Autonomic Re-
gional Legislation .

1 . INTRODUCCIO N

En el enunciado de la rúbrica «La viviend a
como producto finalista de las ordenaciones terri-
torial y urbanística» queda especificado que e l
análisis del concepto de vivienda como título com-
petencial debe referirse en el marco de esta Po-
nencia con independencia de sus implicaciones
con el urbanismo y la ordenación del territorio ,
pese a sus íntimas conexiones . Analíticamente, l a
vivienda se descompone en suelo, soporte de l a
edificación, la construcción o edificio (singular o
inserta en un conjunto edificado) y los servicio s
de urbanización inmediata . Sin embargo, a lo s
presentes efectos debemos considerar a la vivien-
da como una construcción destinada y apta para
la habitabilidad o morada personal o familiar .
Pero junto a esta consideración singular, tambié n
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cabe su contemplación como conjunto, es decir e l
conjunto del patrimonio inmobiliario o arquitec-
tónico de la nación y como tal, también objeto de
actuaciones jurídicas .

Como ha señalado el Tribunal Constituciona l
en su Sentencia 125/1984 de 20 de diciembre en re -
lación a un conflicto de competencias sobre ma-
teria turística «las normas constitucionales y esta -
tutarias relativas a la distribución de competencia s
clasifican la realidad social en materias para orde-
nar aquella distribución . Los conceptos de mate -
rias allí recogidos poseen en ocasiones un inevita-
ble grado de indeterminación y es frecuente que
una materia, en concreto el turismo, tenga dimen-
siones clasificables dentro de otro concepto mate -
rial y encajables en otro título competencial» . Est a
directriz interpretativa es perfectamente traslada-
ble al campo de la vivienda, si se le contempla des -
de distintos ángulos que afectan a su producción ,
uso, disfrute, financiación, etc . Por ello, más all á
de la declaración del artículo 148 .1 .3 que atribu-
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ye competencias a las Comunidades Autónoma s
en materia de viviendas y que los distintos Esta-
tutos han recogido con carácter de exclusivas, e s
recomendable analizar dicha materia desde distin-
tas perspectivas . A mayor abundamiento, la exis-
tencia de un distinto régimen jurídico de las vi-
viendas de protección oficial frente a las llamada s
convencionalmente viviendas libres, justifica pro-
fundizar en este orden de consideraciones .

2 . COMPETENCIAS LEGISLATIVAS SOBR E
LA SEGURIDAD DE LAS VIVIENDA S
Y CONSTRUCCIONE S

La vivienda antes de su destino o morada hu-
mana es sustancialmente un hecho o producto edi-
ficatorio o constructivo, individual o inserto en un
complejo edificado . De ahí se deriva que, tanto
para Ios intereses públicos como privados, dicho
producto deba reunir unas garantías de seguridad .
En el derecho tradicional la tutela de esta seguri-
dad, se articulaba en el ámbito local a través de
la Policía de Seguridad, Ornato y estética de las
edificaciones a través de las correspondientes Or-
denanzas Municipales, y en el ámbito individual ,
a través de la relación civil entre el propietario de
la obra, o promotor y el Arquitecto y Aparejado r
que conforme a sus conocimientos facultativos-y
bajo el control corporativo de Ios Colegios Profe-
sionales- proyectaba el edificio y dirigía y con-
trolaba al constructor o realizador material de la
obra, respondiendo de los defectos de dirección y
vicios del suelo (art . 1591 del Código Civil) .

Esta visión tradicional de la seguridad en l a
construcción ha experimentado una important e
evolución . Por una parte, el urbanismo ha absor-
bido en gran medida la tutela de esta policía de l a
seguridad en la construcción en lo que afecta a s u
inserción en el entorno urbano, pasando las pres-
cripciones sobre la materia a integrar un impor -
tante contenido de las Normas Urbanísticas y Or-
denanzas de los Planes de Urbanismo . Por otra
parte, la producción masiva de viviendas, tanto
por el Estado como por los promotores de vivien-
das, la preocupación por la calidad y reducción de
costes, la prefabricación y normalización, cl per-
feccionamiento de los materiales de construcción ,
los riesgos de la vida moderna, etc ., han determi-
nado la superación del dominio de la técnica de l a
construcción sobre la base de la garantía de la pe-
ricia, exclusiva e individual de los facultativos y
sus Corporaciones Profesionales . Al propio tiem-
po, el tríptico propietario-facultativo-constructor ,
se ha visto ampliado por la aparición del indus -
trial y suministrador de los elementos prefabrica -
dos y, los materiales de la construcción . Todo ello
ha determinado la aparición de una legislación es-
tatal específica -por su contenido técnico y gra-
do de vinculación o fuerza obligatoria- sobre se-
guridad en la construcción que se conoce con e l
nombre, en nuestro derecho, de Normas Tecno-
lógicas de la Edificación (establecidas por el De-
creto 23 de diciembre de 1972 y multitud de dis-
posiciones aplicativas) y de Normas sobre Contro l
de calidad y homologación de materiales de cons-
trucción . Las características de esta legislación re -

siden en ser una normativa de tipo estrictamente
técnico y de homologación de carácter mínimo y
unificador, en principio orientativo, pero que pue -
de ser exigido (según la Orden de 27 de septiem-
bre de 1974) por los Organismos que otorguen be-
neficios a la vivienda o Entidades de Crédito y
Aseguradoras . La circunstancia que el Estado
haya impuesto su obligatoriedad para las vivien-
das de protección oficial (a través de sus Ordenan -
zas de Viviendas de Protección Oficial de 1969 y
normas posteriores de modificación y de detalle )
ha provocado un gran impacto y un efecto de imi-
tación en el resto de la construcción) .

En el marco de estas coordenadas que present a
la policía de seguridad en la construcción, pode-
mos observar que aquellas cuestiones incardina-
das en el campo del urbanismo las Comunidade s
autónomas pueden incidir claramente en su legis-
lación sobre la materia (art . 148 .1 .3) . Por lo que
afecta a la nueva vertiente de la tecnología y ca-
lidad de la edificación no cabe en la Constitución
(arts . 148 y 149) localizar un título competencia)
claro y determinante . Sin embargo, si se atiende
a la finalidad de este tipo de normativa -comple-
mento del sistema productivo y de la industria de
la construcción- puede considerarse como una
materia susceptible de encaje en la competencia
del Estado sobre las «bases y coordinación de la
planificación general de la actividad económica»
(art . 149 .1 .13) o sobre las competencias reserva -
das al Estado en materia de Industria por los Es-
tatutos de Autonomía . En cualquier caso, por la
necesaria uniformidad de este tipo de legislación
parece indeclinable que sus principios básicos de -
ben atribuirse a la competencia del Estado, sin
perjuicio de su desarrollo y complemento por las
Comunidades Autónomas .

3 . COMPETENCIAS LEGISLATIVAS SOBR E
HIGIENE DE LA CONSTRUCCION
Y VIVIENDA

3.1 . Sobre el concepto de habitabilida d
y su evolución

Al ser, como hemos adelantado en la introduc-
ción, la vivienda primordialmente una construc-
ción o edificación destinada a la habitación o alo-
jamiento humano para uso personal o de la uni-
dad familiar, explica que la tutela de la sanidad
de las viviendas, desde una perspectiva higienista ,
fuera factor determinante de la verificación de su
habitabilidad objetiva . Las primeras manifestacio-
nes por la lucha de la vivienda higiénica (indivi-
dualmente considerada) y salubridad de las vivien -
das o conjuntos de viviendas surgen en el seno de
la Administración local a través de las clásicas Or-
denanzas Municipales de Construcción y Edifica-
ción . Progresivamente, este enfoque higienista se
bifurca, por una parte hacia el urbanismo que
atiende fundamentalmente a los aspectos ambien-
tales o exteriores de la sanidad de Ias construccio-
nes (inserción en el planeamiento urbano y sus
respectivas ordenanzas y adopción de técnicas es-
pecíficas para combatir ta vivienda insalubre : sa-
neamiento, derribo, ruina, etc .) ; y, por otra, ha -
cia la emergencia de una policía sanitaria especí-
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fica de la vivienda en cuanto a su composición hi-
giénico-constructiva . En esta segunda dimensió n
se aprecia pronto una creciente intervención de la
Administración del Estado en las facultades nor-
mativas de los Municipios (Real Orden de 12 d e
octubre de 1910 sobre redacción de Reglamento s
Municipales de Higiene, Real Orden de 9 de agos-
to de 1923 sobre Condiciones Higiénicas de la Vi-
vienda y Real Decreto de 9 de febrero de 1925 ,
Reglamento de Sanidad Municipal) . La definitiv a
estatalización de la sanidad en la vivienda se pro-
duce con la Ley de Bases de la Sanidad Naciona l
de 1944 que proclama que «corresponde a la Sa-
nidad Nacional intervenir en el problema de la vi-
vienda para asegurar que los proyectos de nueva s
edificaciones se hagan en las condiciones que las
disposiciones sanitarias determinen, rechazando
las que no se ajusten a éstas» y el reforzamient o
que supone la creación de la Fiscalía Superior d e
la Vivienda. A Ios Municipios, la Ley de 1944
(Base 24) les asigna solamente la formación de l
padrón de viviendas, funciones de inspección y d e
mejora del grado de confort más completo posi-
ble, así como la lucha contra las viviendas insalu-
bres, derribos y reformas .

Desde la perspectiva constitucional, las compe-
tencias sanitarias sobre la vivienda deberán por lo
tanto conectarse o entrecruzarse con el urbanismo
y el medio ambiente, en su más amplia conside-
ración y la competencia estatal sobre las bases y
coordinación general de la sanidad (art . 149 .1 .16 )
y la de las Comunidades Autónomas sobre Sani-
dad e Higiene (art . 148 .1 .21) . La Ley General d e
Sanidad de 25 de abril de 1986 al desarrollar el ar-
tículo 149 .1 .16 de la Constitución y articular u n
modelo de conjunción de las competencias del Es-
tado, Comunidades Autónomas y Administració n
Local ha señalado algunos principios o directrice s
sobre el tema de la vivienda desde la perspectiv a
sanitaria : artículo 18 .6 al habilitar actuaciones po r
parte de todas las Administraciones sobre «vigi-
lancia sanitaria y adecuación a la salud del medi o
ambiente en todos los ámbitos de la vida, inclu-
yendo la vivienda» ; artículo 19 «las autoridade s
sanitarias propondrán o participarán con otro s
Departamentos en la elaboración y ejecución de
la legislación sobre " . . .la vivienda y el urbanismo "
(letra j) ; el artículo 42 .3 . c) de atribución a lo s
Ayuntamientos, sin perjuicio de las otras Admi-
nistraciones, de «control sanitario de edificios y lu-
gares de vivienda y convivencia humana» .

De todo ello parece derivarse que la legislació n
sobre los aspectos sanitarios de la vivienda, corres-
ponderá en cuanto a la legislación básica y coor-
dinación al Estado (art . 149 .16) y su desarrollo y
ejecución a las Comunidades Autónomas en co-
nexión con sus competencias sobre urbanismo,
medio ambiente y sanidad e higiene .

Paralelamente a este cuadro, hay que tener e n
cuenta algunos signos de evolución en orden a l a
consideración sanitaria de habitabilidad de la vi-
vienda . Por otra parte, en cuanto se refiere al con -
junto del parque de viviendas o patrimonio arqui-
tectónico, las medidas de signo imperativo gene -
radas por la legislación urbanística en orden a las

viviendas insalubres se aprecia una cierta decaden-
cia en su uso a través de las nuevas orientacione s
sobre la rehabilitación, integrándose así este pro-
blema hacia la propia política o legislación de vi-
viendas propiamente dicha . Por otra parte, el con-
cepto higienista o sanitario de habitabilidad de l a
vivienda se ha ampliado hacia un sentido más sub-
jetivo de calidad de la vivienda para comprende r
no sólo la instalación de los servicios sanitarios ,
sino también aspectos medioambientales y cons-
tructivos : aislamiento térmico y acústico, distribu-
ción interior, ventilación, aislamiento, etc ., perfi-
les todos ellos que tienen conexión con las com-
petencias sobre medio ambiente, y calidad cons-
tructiva de la vivienda .

3.2. Cédula de Habitabilidad

Las Células de Habitabilidad constituyen una
modalidad de intervención en el campo de la vi-
vienda para verificar la adecuación de las cons-
trucciones destinadas a viviendas a las normas hi-
giénico-sanitarias que acreditan su aptitud para l a
morada humana o propiamente la habitabilidad .
Su exigibilidad se produce «a posteriori» de l a
construcción, con motivo de su primera ocupació n
o con destino a su uso en régimen de arrendamien -
to. Se verifica dicha aptitud a través de una ins-
pección por los servicios sanitarios, actuación que
da lugar al pago de una tasa, cuya exacción da de-
recho propiamente a la obtención de un documen-
to administrativo que recibe precisamente la de -
nominación de Cédula de Habitabilidad .

Durante muchos años ha constituido práctica-
mente el único control administrativo existente so-
bre las viviendas libres, habiéndose excepcionado
de su exigibilidad a las viviendas de protección es-
tatal a partir de la Orden de 25 de enero de 1957 ,
por considerar que todo el régimen de interven-
ción que regía la construcción y posterior uso d e
estas viviendas garantizaba la habitabilidad de l a
vivienda, siendo innecesario la inspección poste-
rior y la carga de la exacción de la tasa por sus pro-
pietarios o usuarios .

Inicialmente se concibe exclusivamente com o
un medio de policía o intervención sanitaria, per o
progresivamente se le adicionan fines complemen -
tarios de la construcción y de su calidad, así com o
de su idoneidad edificatoria, desde el punto de vis -
ta de una habitabilidad objetiva . Como cargas
complementarias a su obtención se ha utilizad o
como medio de comprobación de que la edifica-
ción se ha llevado a cabo con licencia municipa l
urbanística, acreditación sustitutiva del certificad o
final de obras (art . 32 .a del Reglamento de Dis-
ciplina Urbanística), a efectos estadísticos e inclu-
so, a partir del Real Decreto de 15 de julio de
1978 se exige para su solicitud el justificante de l
alta en la declaración en la Contribución Urbana .
Para la contratación de los suministros de gas y
electricidad se exige la obtención previa de la cé-
dula . Asimismo, la Ley de 27 de julio de 1968 re-
guladora de la percepción de cantidades anticipa -
das en la Construcción y Ventas de Viviendas
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prescribe, en su artículo 4, que la obtención de l a
Cédula determina la cancelación, una vez entre-
gada la vivienda, de las garantías otorgadas po r
las Entidades Bancarias .

Su régimen jurídico material en el momento de
iniciarse el proceso de transferencias a las Comu-
nidades Autónomas seguía siendo tributario de l a
filosofia que presidió su creación por Orden de 1 6
de enero de 1937 y su regulación por el Decre-
to 23 de noviembre de 1940 (modificado por ulte-
riores disposiciones de rango reglamentario, entr e
ellas el Decreto de 24 de febrero de 1972) : sus-
tracción por parte del Estado, a través de la Fis-
calía Superior de la Vivienda, de la competenci a
municipal sobre política sanitaria de la vivienda ,
en los términos anteriormente señalados com o
normas con rango de Ley que indirectamente apo-
yan su legalidad, debe citarse la Base XXIX de l a
Ley de Bases de la Sanidad Nacional de 1954 e n
cuanto atribuye al Estado la competencia para Ins-
peccionar «la vivienda para la expedición de la Cé-
dula de Habitabilidad» y la normativa de convali-
dación de tasas parafiscales (Decreto, 25 de febre -
ro de 1960) . Por cierto que en orden a su legali-
dad formal hay que plantearse incluso la subsis-
tencia de este tipo de control por cuanto no se con -
templa en la Ley 14/1986 de 25 de abril, Genera l
de Sanidad como tal cédula de habitabilidad y de l
juego de las Disposiciones Derogatorias y Finale s
parece desprenderse la total derogación de la Bas e
XXIX de la Ley de Sanidad de 1944 .

En la mayoría de los Decretos de Transferen-
cias se contempla como un servicio transferido a
las Comunidades Autónomas y la mayoría de és -
tas han adaptado su operatividad a su organiza-
ción interna, adscribiéndola a sus servicios de vi-
vienda, gestionándola o, en algunos casos, esta-
bleciendo la posibilidad que por vía de delegació n
pueda ser concedida por los Ayuntamientos .

Desde la perspectiva constitucional de los títu-
los competenciales es necesario distinguir su pers-
pectiva material -es decir, la normativa materia l
de los criterios objetivos de habitabilidad, mate -
ria en la que concurren los aspectos estrictament e
sanitarios y los propiamente constructivos o de vi-
vienda- y su dimensión puramente de técnica d e
control administrativo que genera la percepció n
de una tasa . Desde el punto de vista material : lo s
aspectos estrictamente sanitarios deberán recon-
ducirse a las competencias de esta materia (atri-
bución al Estado de las Bases y Coordinación ge-
neral de la Sanidad y Ley 14/86, General de Sa-
nidad, correspondiendo a las Comunidades Autó-
nomas dictar normas de desarrollo y complemen-
tarias, así como su ejecución) y los aspectos cons-
tructivos a la distribución de competencias exami-
nadas en relación a la vivienda en sus diversas for-
mas . Como técnica de control administrativo (con
la consiguiente generación de una tasa) deberá re-
putarse una competencia autonómica, en la qu e
deberá, sin embargo reservarse algún protagonis-
mo a los Ayuntamientos en virtud de la Legisla-
ción de lo Local y de lo específicamente dispuest o
en el artículo 42.3,c) de la Ley General de Sani-
dad de 1986 .

4. COMPETENCIAS LEGISLATIVAS SOBR E
LA VIVIENDA COMO PRODUCTO
DE CONSUMO

La producción masiva de viviendas en la socie-
dad industrial y la preocupación por la calidad de
la vivienda como producto de consumo para su s
usuarios, ha determinado un nuevo sector de in-
tervención por parte de los poderes públicos que
forma parte de la legislación genérica de protec-
ción al consumidor y usuario en el que se tutelan
intereses sobre la salud y seguridad (desde la pers-
pectiva del consumo), las condiciones de oferta ,
promoción y publicidad, condiciones de contrata-
ción y de crédito, y en general sobre la propia in -
formación del mercado de viviendas . Por lo que
afecta a las Viviendas de Protección Oficial tod o
este aspecto está regulado y contemplado a travé s
del régimen jurídico-administrativo específico .
Por lo que se refiere, a las viviendas libres es un
sector prácticamente abandonado a la libre con-
tratación civil o mercantil . Prácticamente, la úni-
ca norma ordenadora en este sector se contiene
en la Ley de 27 de julio de 1968 reguladora de las
percepciones de cantidades anticipadas en la cons-
trucción y venta de las viviendas . El artículo 51 de
la Constitución ordena a los poderes públicos ga-
rantizar la defensa de los consumidores y usuario s
a través de distintas acciones, en las que lógica -
mente hay que considerar incluido la vivienda . En
este específico campo aparecen una serie de sec -
tores críticos en que la legislación civil tradicional
ofrece importantes lagunas : garantías de la con-
tratación y el crédito, publicidad, responsabilida-
des de los promotores y constructores por los vi -
cios ocultos y defectos en la construcción y de las
instalaciones complementarias . La Ley Genera l
de 18 de julio de 1984 para Defensa de los Con-
sumidores y Usuarios apunta algunos principios a
este respecto, aun cuando su dificultad para la
aplicación a la vivienda son evidentes . Las Comu-
nidades Autónomas no están excluidas de este ám-
bito, bien por referencias a sus Estatutos, al artí-
culo 40 de la Ley de 18 de julio de 1984 y a la doc -
trina del Tribunal Constitucional sobre los Esta-
tutos de los Consumidores del País Vasco y Cata-
luña. Sin embargo, al incidir la mayoría de las po-
sibles acciones en el régimen jurídico de la con-
tratación civil y mercantil, colisiona con el conte -
nido del artículo 149 .1 .8 de la Constitución y e l
principio de unidad de mercado . En el campo de
la acción de fomento, información e, incluso en e l
ámbito sancionador, su actuación legislativa pue-
de revestir particular importancia .

5. COMPETENCIAS SOBRE NORMATIV A
DE POLITICA DE VIVIENDAS :
ACTIVIDAD PROMOCIONAL DE LOS
PODERES PUBLICO S

La dificultad de satisfacer por los ciudadanos ,
especialmente los de rentas medias y bajas, las ne-
cesidades de vivienda a través del mercado, ha de-
terminado en la práctica totalidad de los países la
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necesidad de la intervención de los poderes públi-
cos . Dicha intervención se ha materializado a l o
largo de la historia a través de distintas técnicas :
disponibilidad de suelo, constitución de patrimo-
nios públicos de viviendas, financiación de la nue -
va construcción de viviendas, rehabilitación y me -
jora de las existentes, facilitación de ayudas per-
sonales para el acceso a la compra o arrendamien-
to, ortorgamiento de préstamos y posibilidad de
su subsidiación, etc . Estas políticas que en los Es-
tados modernos están orientadas fundamental -
mente por razones de índole social, por su reper-
cusión masiva en la coyuntura económica, inciden -
cia en el empleo y movilización de recursos eco-
nómico- financieros, reviste un indudable peso es-
pecífico en la estabilidad y dirección de la econo-
mía de los distintos países .

En nuestro país, los orígenes de esta política se
remontan a la Ley de Casas Baratas de 1911, con-
tinuada por una sucesiva legislación administrati-
va que ha dado lugar a distintos regímenes cono-
cidos con las denominaciones de viviendas prote-
gidas, de renta limitada, bonificables sociales, de
protección oficial, etc . La Constitución de 1978 ha
aportado novedades significativas : la consagración
del derecho constitucional, en forma de Principio
Rector de la política económica y social, vinculan-
te para todos los poderes públicos, de los españo-
les a una vivienda adecuada y digna (art . 47) y l a
atribución a las Comunidades Autónomas de l a
competencia en materia de viviend a
(art . 148 .1 .3) . Precisamente esta vinculación ge-
neral de la promoción del derecho a la vivienda y
Ia atribución a las CCAA de competencia en la
materia ha suscitado el problema del alcance d e
esta competencia en relación a las acciones de fi-
nanciación por parte del Estado . En el plano de l
derecho positivo, el Estado sin solución de conti-
nuidad con el sistema anterior, ha desarrollado el
principal protagonismo en la actividad financiera -
promocional de la vivienda, a partir del Decreto -
Ley 31/1978 de 31 de octubre (que introdujo mo-
dificaciones en el sistema tradicional de medida s
de protección) y continuada por sucesivos Pla n
Trienal 1980-1983, Cuatrienal 1984-1985 y recien-
temente con el Real Decreto 1494/1987 de 4 de di-
ciembre . Al propio tiempo en el período postcons-
titucional se han adoptado dos importantísimas in -
novaciones: la ampliación de la política de ayuda
y financiación a la rehabilitación de viviendas
(Real Decreto 28 de julio de 1983) y la regulació n
del Mercado Hipotecario Ley 25 de mayo de 198 1
que constituye un instrumento capital para la fi-
nanciación de la vivienda, tanto pública como pri-
vada .

Precisamente, esta intensa actividad promocio-
nal del Estado plantea el problema de la legitimi-
dad de su título competencial en relación con la
programación y actuación que en el mismo ámbi-
to puedan desarrollar las Comunidades Autóno-
mas por vía complementaria y como gestoras d e
las propias medidas estatales . En este orden de
consideraciones una recientísima sentencia de l
Tribunal Constitucional número 152/1988 de 20 d e
julio («BOE», 24 de agosto) con ocasión de un

conflicto de competencias positivo planteado por
el Gobierno Vasco ha dado ocasión a dicho Tri-
bunal a desarrollar una interesante doctrina sobre
el particular . Los puntos fundamentales de esta
Sentencia pueden sistematizarse del siguiente
modo :

- Consideración de la vivienda materialmente
y desde una perspectiva de conjunto como una ac-
tividad económica de producción, denominada es-
pecíficamente «subsector vivienda» . Dicha activi-
dad económica -sin perjuicio de considerar su di-
mensión social a la vista del art . 47 de la Consti-
tución- tiene importantes repercusiones en la es-
tabilidad y coyuntura económica y en el empleo
nacional y en el sistema financiero por los recur-
sos que moviliza . Desde esta perspectiva, la acti-
vidad, la actividad promocional de financiación ,
en sus diversas formas, debe encuadrarse como
una competencia del Estado enmarcada en los ar-
tículos 149 .1 .13 (bases y coordinación de la plani-
ficación de la actividad económica) y artícu-
los 149 .1 .11 «bases de la ordenación del crédito ,
banca y seguros» . Por el contrario, dicha compe-
tencia no puede apoyarse en la mera financiación
o poder de gasto del Estado, por cuanto, reiteran-
do la doctrina establecida en otras sentencias equi-
valdría, a un vaciamiento de la competencia . Asi-
mismo considerar que el artículo 47 no es un pre-
cepto delimitador de competencias, sino de orien-
tación tecnológica de los distintos poderes públi-
cos . El artículo 149 .11, considera el Tribunal qu e
tampoco justifica esta competencia, sino que e s
meramente complementario de la competencia so-
bre la planificación económica y sobre el sistema
crediticio .

El artículo 47 de la Constitución, no obstan-
te, es indicativo, de que sus objetivos deben al-
canzarse no «a pesar de, "sino" a través» del sis -
tema de distribución de competencias de Ios ar-
tículos 148 y 149 . Precisamente en atención a esta
finalidad, el Tribunal se interroga sobre el alcan-
ce de la competencia estatal de financiación de la
vivienda, cifrándolo en cuatro puntos : definició n
misma de las actuaciones protegidas, la forma de
protección y de la regulación esencial de dichas
fórmulas de protección, al nivel de protección que
se pretende alcanzar y, finalmente la aportación
misma de los recursos estatales que permiten rea-
lizar las correspondientes actuaciones en garantía
de la política económica general .
- Las Comunidades Autónomas por esta ac-

tuación estatal no quedan en absoluto desprovis-
tas de cualquier atribución por las actuaciones
protegidas, por cuanto pueden definir y llevar a
cabo una política de vivienda complementaria con
cargo a sus recursos, además de corresponderle s
la ejecución de dichas medidas estatales «con un
margen de libertad de decisión que les permit a
aplicar las medidas estatales . adaptándolas a la s
peculiaridades de su territorio, sin perjuicio de l
respeto debido a los elementos indispensables que
las normas estatales arbitran para alcanzar los fi-
nes de política económica general propuestos» .
De esta forma se perfila un sistema de conjunción
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de acciones estatales y comunitarias que expresa -
mente la Sentencia declara que no puede tratars e
de una simple yuxtaposición de políticas, aun
cuando los perfiles últimos de esta conjunción n o
resultan plenamente definidos, posiblemente de-
rivado de la propia naturaleza del cauce procesal
de un conflicto de competencias . La Sentencia, a
continuación, se extiende sobre una serie de me-
didas o aspectos singulares (potestades de ejecu-
ción singulares autoreservadas por el Estado en l a
gestión, liquidación y celebración de convenios
con Entidades Financieras, así como la posibilidad
de las Comunidades Autónomas para introduci r
algunas modificaciones en la dimensión territoria l
de la aplicación de los módulos de financiación) .

6. ARTICULACION DE LEYES CIVILES Y
ADMINISTRATIVAS EN RELACIO N
A LA VIVIENDA

La confluencia de las normas civiles y adminis-
trativas en el sector vivienda es una constante qu e
crea un sinnúmero de entrecruzamientos norma-
tivos de difícil análisis sin un estudio detallado . A
este respecto hay que destacar que, tradicional -
mente, en el ámbito de la financiación de la pro-
tección estatal, la competencia financiera ha ab -
sorbido todo el proceso de construcción, uso, dis -
frute, y régimen jurídico de las viviendas que
como un ordenamiento sectorial ha sido sometid o
al Derecho Administrativo . A la vista de la ante-
rior sentencia extractada surgen dos problemas :
¿la competencia sobre la planificación económica
y cl crédito siguen justificando la regulación ad-
ministrativa del íntegro régimen jurídico de estas
viviendas al margen del derecho común civil o
mercantil? ¿las comunidades autónomas en su po-
lítica propia o complementaria pueden hacer us o
de una regulación administrativa para disciplinar
dicho régimen jurídico, o, por el contrario debe-
rán aplicar las normas de derecho común, en cuy o
caso la competencia sería estatal, según el artícu-
lo 149 .1 .8) .

En el ámbito de las viviendas llamadas libres ,
el derecho civil regula todo el proceso y las for -
mas jurídicas de su uso y disfrute, con interven-
ciones puntuales administrativas o públicas, en al-
gunos casos de gran importancia como la regula-
ción del régimen y precio de los arrendamiento s
urbanos. En dichas materias, a la vista del artícu-
lo 149 .1 .8 las Comunidades Autónomas no os-
tentan competencias, siendo una materia reserva -
da al Estado .

7. LA EXPROPIACION DEL USO D E
VIVIENDAS Y EDIFICACIONE S
DESOCUPADAS, ¿ES COMPETENCI A
AUTONOMICA SU REGULACION ?

La emergencia del fenómeno de viviendas y
conjuntos de edificaciones desocupadas en una si-
tuación en la que grandes sectores de la població n
carecen de posibilidades de acceso a una vivienda

debe atribuirse al defectuoso funcionamiento de l
mercado de la vivienda y a su rigidez en cuanto
permite por parte de la oferta retener improduc-
tivamente un bien ante la expectativa de una ma-
yor rentabilidad en la venta o en el alquiler . Esta
disfunción, con sus matizaciones en cuanto a su in-
tensidad, es común en 1os distintos países euro-
peos como lo evidencia el surgimiento de la reac-
ción de ciertos grupos sociales que proceden a la
ocupación ilegal de las viviendas vacías, dando lu -
gar a lo ya denominado comúnmente como
«squatterizacion» que en algunos países ha adqui-
rido cierta intensidad (Inglaterra, Holanda, Repú-
blica Federal Alemana), y que en nuestro país está
también aflorando en algunas zonas . En el orde n
cualitativo, sin embargo, hay que diferenciar la vi-
vienda desocupada propiamente dicha en el seno
de las zonas urbanas, del nuevo fenómeno de l a
desocupación temporal o estacionaria propia de l a
llamada «segunda residencia» y de las viviendas
para usos turísticos o de temporada . Con ello s e
pone de relieve que las políticas sobre viviendas
desocupadas deben enfocarse, con independencia
de su magnitud, desde una óptica fundamental -
mente cualitativa, en atención a las zonas en las
que el problema se plantea : zonas urbanas, area s
de crecimiento, areas metropolitana, etc . lo que
pone de relieve que, en cualquier caso, la estra-
tegia a través de la que pretende resolverse debe
partir de un minucioso conocimiento í censo de
dicha problemática, información que, lógicamen-
te, sólo puede partir de los propios municipios y
de las Comunidades Autónomas .

La utilización de la expropiación forzosa, entre
otras medidas, para combatir el fenómeno de las
viviendas desocupadas o vacías no deja de plan -
tear importantes problemas jurídicos en orden a
la tipificación de la causa expropiatoria y en el
contenido de la misma de la medida expropiato-
ria en cuanto a su modalidad (enajenación, ocu-
pación temporal, arrendamiento forzoso, etc .) y
garantías de la eficacia de la misma para combati r
el problema de fondo. En el terreno de los prin-
cipios constitucionales la causa expropiatoria par a
combatir el problema de la vivienda desocupada
puede encontrar apoyo en el artículo 33 .1 (fun-
ción social de la propiedad) y 2 (causa justificad a
de utilidad pública o interés social) ; artículo 47
(los poderes públicos promoverán las condicione s
necesarias y establecerán las normas pertinente s
para hacer efectivo este derecho (vivienda digna
y adecuada) y artículo 128 (toda la riqueza del paí s
en sus distintas formas y sea cual fuere su titula-
ridad está subordinada al interés general) . Asimis-
mo, la Ley General de Expropiación Forzosa de
1954 en su artículo 1 contempla la causa expropia-
toria con gran amplitud (utilidad pública o interé s
social) -en el artículo 71 se admite como moda-
lidad específica la expropiación por incumplimien -
to de la función social de la propiedad- y admite
como medida expropiatoria una amplia gama d e
modalidades «venta, permuta, censo, arrenda -
miento, ocupación temporal o mera cesación d e
su ejercicio» . Junto, por tanto a la venta o enaje-
nación forzosa, reconoce el arrendamiento forzo-
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so (en la legislación agraria existen abundante s
concreciones de esta modalidad) : la ocupació n
temporal, sin embargo en el campo de la vivienda
está prohibida por el artículo 109 de la propia Ley ;
y la cláusula general «o mera cesación de su ejer-
cicio», permite, sin duda, nuevas modalidades de
concreción en cuanto a la instrumentación de l a
expropiación de uso .

En cuanto, a la expropiación fundada en el in -
cumplimiento de la función social de la propieda d
el artículo 71 exige que «se haya declarado espe-
cíficamente por una ley la oportunidad de que un
bien o una clase de bienes se utilicen en el senti -
do positivo de una determinada función social y
el propietario incumpla esta directiva» y como re-
quisitos específicos : que haya existido una decla-
ración positiva de que un determinado bien o ca-
tegoría de bienes deban sufrir determinadas trans -
formaciones o ser utilizadas de manera específica ;
que dicha declaración sea fomulada por Ley o por
Decreto acordada en Consejo de Ministros ; que
la Ley contenga inequívocamente la intimación de
expropiación forzosa frente al incumplimiento ; y
que para la realización de la específica función se -
ñalada se haya fijado un plazo y a su vencimient o
aquella función resultare total o sustancialmente
incumplida por el propietario (art . 72 LEF) . Es -
tos requisitos, en sus líneas generales, parecen de
lógica determinación en un mecanismo de efecti-
vidad para esta modalidad de expropiación y que ,
por tanto, con las variantes lógicas que por leyes
posteriores puedan establecerse deberán obser-
varse, o tenerse en cuenta .

En cuanto, al presupuesto de la utilización del
bien vivienda en sentido positivo de la función so-
cial de dicha forma de propiedad, es decir que no
permanezca por razones sociales desocupado y sea
utilizado positivamente en el mercado con desti-
no a su venta, alquiler u otra forma de ocupación ,
es conveniente observar su distinta operativida d
cuando se trate de viviendas que han recibido al-
gún tipo de ayuda de los poderes públicos o cuan -
do se trate de viviendas de las denominadas libres ,
es decir aquellas que han sido promovidas y ente-
ramente financiadas con capital privado . Respec-
to a las primeras, es obvio, que la propia función
social de su ocupación es inherente o está causa-
lizada en la concesión de las ayudas o protecció n
pública, por lo que la previsión de la expropiació n
de su uso en caso de permanecer desocupadas por
motivos especulativos puede modularse a través
del propio sistema de concesión de los beneficios
de la protección pública . En la prolífica legisla-
ción de viviendas de protección oficial se encuen-
tran abundantes referencias a esta causalizació n
por vía sancionatoria, si bien en cuanto a la apli-
cación concreta del mecanismo de la expropiació n
forzosa para combatir la desocupación la norma-
tiva ha sido muy tímida . Efectivamente, sólo l a
Ley 24/1977 de 1 de abril de expropiación forzos a
por incumplimiento de la función social de la pro -
piedad de viviendas de protección oficial ha acu-
dido a esta técnica expropiatoria para combatir l a
desocupación, con pérdida de la propiedad de l a
vivienda para su titular, pero con aplicación ex -

clusiva a aquellas viviendas de protección oficia l
«construidas directamente por el Ministerio de l a
Vivienda, los Organismos dependientes del mis -
mo (en la actualidad del Ministerio de Obras Pú-
blicas y Urbanismo y, en su caso, Comunidade s
Autónomas) y Entidades Oficiales que sin ánimo
de lucro hubiesen financiado en su totalidad l a
construcción, y se hayan cedido en régimen de
venta» . Es decir la Ley sólo cubre un mínimo sec-
tor de la protección pública . Mayores dificultades ,
sin embargo, se plantean en el campo de las lla-
madas viviendas libres en las que no existe ningún
tipo de norma con rango de Ley que sancione l a
vinculación social de su ocupación real, pues tra-
dicionalmente se ha considerado el bien viviend a
como una inversión libre y, por lo tanto . su ocu-
pación se deja al libre arbitrio de su propietario .
A la vista de los artículos anteriormente citado s
de la Constitución -artículo 33,47 y 128-, no
cabe duda que en el terreno de los principios, exis-
te una cobertura constitucional para una Ley que
combatiera el fenómeno de la desocupación siste-
mática y antisocial de las viviendas denominadas
libres .

Aun cuando, el objeto de nuestra ponencia es
el análisis del título competencial para abordar l a
expropiación de uso de la vivienda desocupada y ,
no propiamente, el de la instrumentación concre-
ta y operativa de esta modalidad expropiativa, l o
cierto es que su funcionalidad está subordinada a
intereses y factores territoriales . Una ley general
para todo el territorio nacional y de extensión tan -
to a las viviendas de protección pública como d e
viviendas libres posiblemente carecería de efica-
cia y de realismo . Su operatividad debe combinar -
se con otros mecanismos -no cabe considerar qu e
la medida expropiatoria sea la única para comba -
tir el fenómeno de la desocupación- y atender a
factores territoriales (zonas urbanas y de expan-
sión, áreas metropolitanas, con acusado déficit d e
viviendas) y coyunturales (incrementos súbitos d e
precios, necesidades urgentes, alojamientos pro-
visionales derivados de catástrofes y otras circuns-
tancias, movimientos migratorios, regulación tem-
poral del mercado, etc .) . De todo ello, parece de-
rivarse que estamos ante una medida que debería
proyectarse por las Comunidades Autónomas -y
en su ejecución en directa colaboración con lo s
Ayuntamientos, en el marco de su política y pla-
nes de vivienda de protección pública, rehabilita-
ción e incluso viviendas libres, así como en fun-
ción de su política social o de servicios sociales .

En el marco de estas consideraciones, los posi-
bles títulos competenciales de las Comunidade s
Autónomas para la aprobación de Leyes de ex-
propiación del uso de las viviendas desocupada s
deben contrastarse con determinados precepto s
constitucionales : atribución como competencia ex-
clusiva al Estado de la «legislación de expropia-
ción forzosa» (art . 149 .1 .18), y de la fijación d e
las condiciones básicas que garanticen la igualda d
de todos los españoles en el ejercicio de los dere-
chos y en el cumplimiento de sus debere s
(art . 149 .1 .1) ; el artículo 33 en cuanto al recono-
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cimiento de la propiedad y la función social, de -
limitando su contenido de acuerdo con las leyes ;
y otros preceptos constitucionales, como el de li-
bertad de empresa (art . 30) en cuanto podría afec-
tar al libre desenvolvimiento de la acción empre-
sarial de los promotores o propietarios de vivien-
da . En este sentido puede ser de gran utilidad l a
referencia a la doctrina del Tribunal Constitucio-
nal en su sentencia de 20 de marzo de 1987 rela-
tiva a la Ley de Reforma Agraria de Andalucía
(Ley 8/1984) que desarrolla una progresiva inter-
pretación sobre el derecho de propiedad y su fun-
ción social en el marco de las leyes sectoriales e n
materias cuya competencia corresponde a las Co-
munidades Autónomas . A continuación vamos a
extractar los puntos fundamentales de esta Sen-
tencia -sin reproducir por su extensión literal -
mente- con la advertencia sin embargo, que ex-
presamente la Sentencia alude a :

«que las restricciones dominicales e imposición d e
deberes positivos a los propietarios ha afectado d e
forma más intensa a la propiedad inmobiliaria sobre
suelos susceptibles de aprovechamiento urbanístic o
o tierras agrícolas o forestales y ello es explicable ,
entre otras razones por el carácter no renovable o
naturalmente limitado en su extensión de este tip o
de bienes y por su trascendencia económica que
ofrece como soporte físico de actividades producti -
vas» .

Es decir, contempla como supuesto básico lo s
suelos rústicos y urbanos y no propiamente el us o
de los bienes o edificios construidos sobre los mis -
mos, aunque lógicamente, no puede desconocer -
se la conexión que, en última instancia existe en-
tre el suelo y los vuelos o construcciones . Con est e
condicionamiento los extremos que conviene re -
tener son los siguientes :

- La Constitución reconoce el derecho a l a
propiedad privada, como un haz de facultades in-
dividuales sobre las cosas, pero también com o
conjunto de deberes y obligaciones, de acuerd o
con las leyes en atención a finalidades o intereses
de la colectividad . Por ello la fijación del «conte -
nido esencial» de la propiedad privada no puede
hacerse desde la exclusiva consideración subjetiv a
del derecho o intereses individuales, sino que deb e
incluir igualmente la necesaria referencia a la fun-
ción social, entendida no como mero límite exter-
no a su definición o a su ejercicio, sino con part e
integrante del mismo derecho» . Esta vinculació n
de la propiedad privada a las necesidades colecti-
vas «es con todo conforme con la imagen que de
aquel derecho se ha formado la sociedad», por lo
que no puede identificarse la propiedad con el
contenido único y abstracto del artículo 348 de l
CC, sino como una pluralidad de regímenes de
propiedad en función de los bienes o categorías
de bienes . . Sin embargo, corresponde al Tribunal
Constitucional o a los Organos judiciales, en s u
caso, el control de la razonabilidad de estas limi-
taciones derivadas de la función social a efecto s
de no anular su utilidad individual más allá de lo
razonable, para salvaguardar su recognoscibilidad

de cada tipo de derecho dominical en el momento
histörico de que se trate .
- El artículo 33 .2 de la Constitución impon e

la delimitación del contenido esencial de la pro-
piedad por Ley, pero flexibiliza su alcance tradi-
cional, por cuanto también por la Administración
«de acuerdo con las leyes». La Constitución pro-
hibe toda deslegalización en materia de propieda d
por reglamento independiente o «extra legem» ,
pero no la remisión del legislador a la colabora-
ción del poder normativo de la Administració n
para completar la regulación legal y lograr la ple-
na efectividad de sus mandatos, remisión inexcu-
sable como en el caso arquetípico de la propieda d
inmobiliaria, las características del bien y su loca-
lización lo hacen susceptible de diferentes utilida-
des «que pueden y deben traducirse en restriccio-
nes y deberes diferenciados para los propietario s
y que por regla general sólo por vía reglamentaria
pueden establecerse» . El Tribunal Constitucional ,
considera, no obstante, que sería inconstituciona l
una ley que privase de todo contenido útil al do -
minio sin una indemnización adecuada a esta pri-
vación total del bien que, puede desde luego me-
dirse «desde el punto de vista del aprovechamien-
to económico o rentabilidad de la nuda propieda d
o de las facultades que el propietario conserva tras
la operación expropiatoria, teniendo siempre e n
cuenta que tal utilidad individual y las facultades
no pueden ser absolutas o ilimitadas, en razón de
las exigencias de la función social de la propie-
dad». En este punto, la Sentencia hace una refe-
rencia a las expropiaciones «no plenas» por abla-
ción de algunas facultades y su reconocimiento
constitucional, que si bien parecen referirse a la s
limitaciones administrativas clásicas, también po-
drían tener su encaje la expropiación del uso de
la vivienda, manteniendo integramente la propie-
dad sustancial del inmueble con su correspondien-
te percibo de una remuneración por dicho uso .

Desde el punto del reconocimiento de la liber -
tad de empresa, la referida Sentencia precisa que
esta libertad está subordinada a las exigencias de
la economía en general y de la planificación (en-
tre los que cabe concretar en virtud de determi-
nados bienes y principios constitucionales prote-
gidos : artículo 40, 128 .1 y 130 .1), las limitaciones
del empresario agrícola son indisociables de las fa -
cultades de uso y disfrute de la propiedad agríco-
la, y «desde el punto de vista de lo que prescrib e
el artículo 33 de la Constitución, la función socia l
de la propiedad, al configurar el contenido de est e
derecho mediante la imposición de deberes posi-
tivos a su titular, no puede dejar de delimitar a s u
vez el derecho del empresario agricola para pro-
ducir o no producir, para invertir o no invertir» .

- La expropiación forzosa en tanto que insti-
tución de garantía de los intereses económicos pri -
vados exige la uniformidad legislativa en todo e l
territorio nacional, «la uniformidad normativa im -
puesta por la CE supone la igual configuración y
aplicación de las mencionadas garantías expropia-
torias en todo el territorio del Estado y, por ende ,
el estricto respeto y cumplimiento de los criterio s
y sistemas de valoración del justiprecio y del pro-
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cedimiento expropiatorio» . Pero la expropiació n
también es un medio indeclinable del que los po-
deres públicos pueden y deben servirse para el lo -
gro de sus fines . . . «no parece dudoso que cuan -
do, en virtud del sistema de distribución de com-
petencias que resulta de la Constitución y de los
Estatutos de Autonomía, la legislación sectorial
corresponda a las CCAA, son éstas y no el Esta -
do, las que ostentan la potestad de definir legal -
mente los supuestos en que cabe hacer uso del ins-
trumento expropiatorio mediante la declaració n
de causa expropiandi necesaria en cada caso, sin
perjuicio de la obligación de atenerse a la legisla-
ción del Estado que garantiza por igual los dere-
chos patrimoniales de todos los sujetos privados .
De todo ello se sigue que la reserva constitucio-
nal en favor del Estado sobre la legislación de ex-
propiación forzosa no excluye que por Ley auto-
nómica puedan establecerse, en el ámbito de su s
propias competencias, los casos o supuestos en
que proceda aplicar la expropiación forzosa, de-
terminando las causas de expropiar o los fines d e
interés público a que aquélla debe servir» .

- La igualdad de todos los españoles en e l
ejercicio de los derechos y en cumplimiento de lo s
deberes (art . 149 .1 .1) no impone una regulación
unitaria del derecho de propiedad y de su función
social en todo el territorio nacional : «ni es tampo-
co aceptable que, al socaire de una ordenación
uniforme de la propiedad privada, puedan anular-
se competencias legislativas que las CCAA tiene n
sobre aquellas materias en las que entran en jue-
go la propiedad y otros derechos de contenido pa-
trimonial», « . . . esa dimensión institucional del de-
recho de propiedad privada no puede desligars e
de las regulaciones de los concretos intereses ge-
nerales que imponen una delimitación específic a
de su contenido . En consecuencia corresponde a
quien tiene atribuida la tutela de tales intereses o
lo que es lo mismo, la competencia en relación
con cada materia que pueda incidir sobre el con -
tenido de la propiedad de establecer, en el marc o
de la CE, las limitaciones y deberes inherentes a
la función social de cada tipo de propiedad» . Del
artículo 149 .1 .1 no cabría concluir sin «que el Es-
tado podría regular las condiciones básicas que ga-
ranticen una igualdad de trato -asimismo básica
y esencial- de todos los españoles en el ejercici o
(y en el contenido) de sus derechos de propiedad .
Pero ello, sin perjuicio de que las CCAA pueda n
dotarse, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, de una legislación propia que respete la
regulación básica estatal que pudiera en el futur o
formularse o, en su caso, los principios de dich a
regulación que puedan inducirse de las leyes esta -
tales vigentes, de acuerdo con la CE» .

- Finalmente se establece que el principio d e
igualdad no exige identidad de ejercicio y conte -
nido de las competencias sobre una materia por
todas las CCAA, ni el tratamiento jurídico uni -
forme de los derechos y deberes en todo tipo de
materias y en todo el territorio nacional, sino a l o
sumo una igualdad de las posiciones jurídicas fun-
damentales .

A la vista de esta doctrina constitucional, pare -
ce poder concluir que las Comunidades Autóno-
mas, en principio, ostentan título competencia l
para regular la expropiación a través de la priva-
ción del uso y disfrute de las viviendas y edifica-
ciones desocupadas y por ello, por cuanto :

- La vivienda como objeto de propiedad pri-
vada es reconocida constitucionalmente como de-
recho individual, pero subordinada al cumplimien-
to de su función social «como parte integrante de l
mismo derecho» (art . 33 de la CE) . Por lo tanto
un uso y disfrute improductivo por parte de su ti-
tular en el sentido de impedir su disfrute, en ven -
ta o arrendamiento, por un tercero puede colisio-
nar con principios constitucionales, como el artí-
culo 47 y 128 .1 de la CE . Esta colisión adquiere
su máxima intensidad cuando para la construcción
y disponibilidad de este bien se han obtenido be-
neficios fiscales o crediticios públicos, bien del Es-
tado, bien de las Comunidades Autónomas, e, in-
cluso, cuando se trate de las llamadas viviendas li-
bres. Por lo tanto, cabe una interpretación cons-
titucional en el sentido que esta categoría de bie-
nes deben ser objeto de un uso productivo con -
forme a la función social de la propiedad que per -
mita alcanzar el derecho de los españoles de dis -
frutar de una vivienda, no solo en el caso que haya
sido adquirida por un propietario, sino también
en el supuesto de un promotor con la finalidad d e
situarla en el mercado . El incumplimiento de este
deber debidamente acreditado, puede legitimar l a
expropiación de su uso y disfrute por la Adminis-
tración o beneficiario cualificado con objeto de
permitir su ocupación por un tercero, en que tam-
bién se acrediten su dificultad o imposibilidad so-
cial de acceder a una vivienda .

- Las Comunidades Autónomas al ostenta r
competencias en materia de vivienda (art . 148 .1 .3)
pueden legislar sobre esta modalidad expropiato-
ria derivada del incumplimiento de la función so-
cial de la propiedad-vivienda, definiendo la causa
expropiandi o los fines de interés público a que
aquéllos deben servir, sin perjuicio de atenerse a
los criterios y sistemas de valoración del justipre-
cio y del procedimiento expropiatorio, estableci-
dos en la legislación del Estado. A mayor abun-
damiento, la cláusula general del artículo 1 de l a
Ley de Espropiación Forzosa permite considerar -
la como una enumeración abierta de fórmulas ex-
propiativas en las que se contempla la figura de l
arrendamiento forzoso (ampliamente aplicada en
el orden agrícola por la Ley 34/1979 de 16 de no-
viembre de Fincas Manifiestamente Mejorables y
en la Ley de Reforma Agriaria de Andalucía) .

- La distinta incidencia y gravedad que revis -
te el fenómeno de la vivienda desocupada en las
distintas partes del territorio nacional no parec e
aconsejar una regulación genérica de este tipo d e
expropiaciones, sino en función de las necesida-
des y problemas de cada localidad, lo cual hac e
pensable que la operatividad de la medida deberá
ir asociada a las características de los planes de vi-
viendas de cada Comunidad Autónoma y a sus ne-
cesidades poblacionales . La interpretación consti-
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tucional del artículo 33 .2 permite que la Ley en
concreto pueda hacer remisiones complementaria s
a la Administración «de acuerdo con las leyes» a
efectos de precisar su alcance, criterios de califi-
cación por razón de la localización y de la dura-
ción de la desocupación que para una medida de
esta naturaleza serán imprescindibles . Asimismo ,
en base a la interpretación del artículo 1491 .1 . no
repugna que una expropiación de esta naturaleza
tenga que adoptarse por todas Ias CCAA, sin o
sólo aquéllas en las que el problema presente es-
pecial gravedad, sin que ello atente al tratamien-
to uniforme en todo el territorio nacional, lo úni-
co exigible con carácter uniforme es la igualdad
de tratamiento en las posiciones jurídicas funda-
mentales .

- La forma que pueda revestir esta expropia-
ción parcial del uso y disfrute del contenido do-
minical sobre la vivienda desocupada, parece que
deberá legitimar un arrendamiento forzoso tem-
poralmente limitado en favor de un órgano admi-
nistrativo de la Comunidad Autónoma o de deter -
minados beneficiarios especialmente cualificados
que posibilitará durante el período previsto la sub -
contratación o disponibilidad en favor de terceros ,
previa la acreditación de sus necesidades de vi-
vienda . El procedimiento expropiatorio y el justi-
precio de este arrendamiento forzoso deberá, no
obstante, regularse conforme a la legislación esta-
tal sobre expropiación forzosa o remitirse a la mis-
ma .




